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Decide esta Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por la señora Paula Andrea Morales Tabares, quien actúa como representante legal de su hijo menor Harol Smith Correa Morales, contra la Registraduría Nacional del Estado Civil.

A N T E C E D E N T E S

Relató la demandante que el 16 de enero de este año solicitó a la  entidad accionada la anulación del registro civil de nacimiento de su hijo menor, a quien perjudica esa situación pues se le dificulta ser atendido por la EPS, que le exige tarjeta de identidad como documento para identificarse y la solicitud no ha sido respondida.

Considera vulnerado el derecho de petición de que es titular su hijo y para su protección solicita ordenar al representante legal de la accionada que anule el referido documento.
Por auto del 26 de junio pasado se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.

La entidad accionada contestó la demanda por conducto del Jefe de la Oficina Jurídica. En el respectivo escrito manifestó que por Resolución 4530 del 7 de julio último se ordenó la anulación del registro civil de nacimiento a que se refiere la peticionaria, a quien se libró oficio comunicándole esa determinación.

C O N S I D E R A C I O N E S

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Considera la demandante lesionado el derecho de petición, ante la negativa de la Registraduría Nacional del Estado Civil en responder la solicitud que en representación de su hijo Harol Smith Correa Morales elevó el 16 de enero de este año, tendiente a obtener la anulación de su registro civil de nacimiento.

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional que lo define como el que tienen las personas de acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas para obtener una pronta resolución de las peticiones que en interés general o particular se les eleven.

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta desoriente al interesado o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho.

La Corte Constitucional ha dicho:

“Tratándose del derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, conlleva que la autoridad requerida, o el particular en los eventos que contempla la ley, emita una pronta respuesta a lo pedido, esto es, respetando el término concedido para tal efecto. Sin embargo, esa garantía no sólo implica que la solución al petitum se emita dentro del plazo oportuno, sino que dicha respuesta debe: i) ser de fondo, esto es, que resuelva la cuestión sometida a estudio, bien sea favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; ii) ser congruente frente a la petición elevada; y, iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. Entonces, si la respuesta emitida por el ente requerido carece de uno de estos tres presupuestos, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental.”

El Código Contencioso Administrativo regula el derecho de petición y en el artículo 3º dice que las actuaciones administrativas se desarrollarán con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y contradicción y explica que en virtud del principio de eficacia, se tendrá en cuenta que los procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo de oficio los obstáculos puramente formales; el artículo 9º expresa que toda persona podrá formular peticiones de interés particular, y el  31 ordena a las autoridades hacer efectivo el derecho de petición.

Dice el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo:

"Las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta.

"Cuando la petición haya sido verbal, la decisión podrá tomarse y comunicarse en la misma forma al interesado. En los demás casos será escrita."

Se acreditó con los documentos allegados con la demanda que la actora solicitó a la Registraduría Nacional del Estado civil  la anulación del registro civil de nacimiento de su hijo menor, en cuyo interés actúa, mediante escrito que remitió por correo a su destinatario el 16 de enero pasado. (folios 1 a 7).

Desde entonces han transcurrido más de cinco meses y aún la citada señora no obtiene respuesta a su petición.

En el curso de esta instancia se estableció que mientras se tramitaba el proceso,  concretamente el pasado 7 de julio, la entidad demandada expidió acto administrativo por medio del cual declaró la nulidad del registro civil de nacimiento del menor en cuyo interés se promovió la acción, pero el hecho no puede considerarse superado porque la respuesta aún no ha sido recibida por la peticionaria, como se plasmó en la constancia que obra a folio 24, y en esas condiciones, de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, no puede considerarse atendida la petición.
Así las cosas puede concluirse que se vulneró tal derecho y por tanto, se impone conceder el amparo solicitado. En consecuencia, se ordenará a la entidad demandada que en el término de dos días notifique a la accionante el contenido de la Resolución No.  4530 del 7 de julio pasado, por medio de la cual se declaró nulo el registro civil de nacimiento del menor  Harol Smith Correa Morales, en la forma indicada por el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

1. Conceder  la  acción  de  tutela  formulada por la señora Paula Andrea Morales Tabares en nombre de su hijo Harol Smith Correa Morales. 

2. Se ordena al doctor Carlos Ariel Sánchez Torres, Registrador  Nacional del Estado Civil, que dentro de los dos días siguientes a la notificación de esta providencia, notifique a la demandante el contenido de la Resolución No.  4530 del 7 de julio pasado, por medio de la cual se declaró nulo el registro civil de nacimiento del referido menor, en la forma indicada en el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo.

3. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
4. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 ibídem.
CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO    
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Sentencia T-473 de 2007, MP. Nilson Pinilla Pinilla
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